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Marzo de 2013

Las Bacrim y el crimen  
organizado en Colombia

Carlos andrés Prieto*

Resumen ejecutivo 

•	 Este artículo presenta algunas reflexiones sobre la criminalidad organizada 
en Colombia, particularmente sobre los riesgos y retos que para la sociedad 
plantean las bandas criminales (Bacrim). A partir de un diagnóstico sobre este 
fenómeno en la actualidad, el autor identifica varios niveles de alerta sobre 
la existencia y el funcionamiento de estos grupos, expone para cada nivel los 
avances del Estado en diferentes frentes de acción, así como las debilidades  
de sus estrategias y los desafíos que deberá enfrentar. 

•	 Algunas de las recomendaciones presentadas para frenar y combatir la re-
producción de estos grupos y reducir su impacto en los contextos locales y 
regionales incluyen caracterizar adecuadamente el fenómeno, estudiar sus di-
námicas locales en términos de crimen organizado, unificar los criterios usados 
para investigarlas, y contar con recursos suficientes que permitan fortalecer 
la investigación judicial (especialmente en materia de corrupción y lavado de 
activos) y la coordinación interagencial e intergubernamental, y prevenir el 
reclutamiento forzado de niños, jóvenes y adolescentes, entre otros1. 

El diagnóstico: entre lugares comunes e ideas nuevas

Concentración

A la par con el fin del proceso de desmovilización de los grupos paramilitares en 
Colombia, en 2006 las autoridades iniciaron el monitoreo de  las  acciones de 
grupos que eran considerados o bien reductos de los grupos desmovilizados, o es-
tructuras armadas que nunca se desmovilizaron dentro del proceso que se adelan-
tó con las Autodefensas Unidad de Colombia (AUC), o grupos de desmovilizados 
que se habían rearmado como nuevos grupos, aprovechando el vacío de poder 
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 Fuente: Policía Nacional de Colombia, 2012. 

Gráfico 1. Bacrim: cantidad de integrantes y número de grupos, 
2006-2012

dejado por los paramilitares en las regiones 
donde tenían presencia2. 

Desde ese entonces (2006) hasta la ac-
tualidad, el diagnóstico ha vivido cambios 
cuantitativos importantes como resultado 
de: 1) la ofensiva estatal y sus golpes a las 
cadenas de mando, los mercados y las ru-
tas relacionadas con el negocio del narco-
tráfico, y 2) de las estrategias desarrolladas 

por la criminalidad organizada para aco-
modar, violentamente o no, sus estructuras 
y repertorios delincuenciales a los retos que 
le impone la acción de la fuerza pública y a 
la necesidad de aumentar o mantener sus 
márgenes de ganancia, control territorial 
y social. Mientras en 2006 las autoridades 
identificaban treinta y tres bandas que ha-
cían presencia en ciento diez municipios 
del país mediante un pie de fuerza de cua-
tro mil hombres, en 2012 se reconocen cin-
co bandas criminales (Urabeños, Rastrojos, 
disidencias del Erpac, Renacer y Machos) 
que hacen presencia entre ciento noventa 
y doscientos municipios con cerca de 4.800 
hombres en sus filas3. 

En comparación con 2006, desde el punto 
de vista oficial, se observa un escenario en 

donde menos grupos criminales han pasa-
do a controlar más hombres y a tener pre-
sencia en más territorios. En otras palabras, 
una concentración del mando complemen-
tada con herramientas efectivas de recluta-
miento y financiación, mediante las cuales 
el número de hombres aumentó y el radio 
de influencia se amplió (gráfico 1). 

Naturaleza y alcance

En los últimos cinco años, numerosos estu-
dios académicos sobre las Bacrim se con-
centraron en caracterizar el fenómeno a la 
luz de sus similitudes y diferencias con los 
grupos paramilitares de mediados de los 
noventa y principios de la década pasada. 
Además de las conclusiones respecto al ori-
gen, tipo de organización, objetivos o re-
pertorios de violencia que distinguen a las 
Bacrim de otros grupos armados, y de don-
de surge todo un universo de denomina-
ciones (neoparamilitares, paramilitares de 
tercera generación, nuevos grupos narco-
paramilitares, nuevos grupos armados ile-
gales o simplemente bandas criminales nar-
cotraficantes), hay consenso en dos puntos 
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respecto a la naturaleza de estas bandas: la 
ausencia de una razón de ser contrainsur-
gente o de cualquier objetivo político que 
justifique su accionar; y su esencia criminal 
apuntalada en la expansión del narcotráfi-
co y de otros mercados ilegales mediante el 
uso selectivo de violencia. 

De hecho, fuentes oficiales y medios de 
comunicación han puesto en evidencia las 
alianzas temporales y circunstanciales entre 
algunas Bacrim en diferentes departamen-
tos con frentes guerrilleros, identificando, 
por ejemplo, alianzas entre Urabeños y los 
frentes 5 y 58 de las Farc en la zona de Ura-
bá, pactos con frentes de guerra del ELN en 
Chocó y Nariño, o del antiguo Erpac (Ejérci-
to Revolucionarios Popular Anticomunista 
Colombiano) en los Llanos orientales con 
los frentes 39 y 43 de las Farc4.

La definición oficial más reciente de estos 
grupos es la que los delimita como “estruc-
turas delincuenciales nacionalmente des-
articuladas, con un alto poder corruptor, 
intimidador y armado que han combinado 
la producción y comercialización de drogas 
con la afectación violenta de los derechos 
y las libertades de los ciudadanos en las 
zonas rurales y en la periferia de algunos 
centros urbanos del país”5.

A pesar de la persistencia del debate entre 
organizaciones y expertos sobre la natura-
leza y alcance de estos grupos, las Bacrim 
se reconocen públicamente hoy, en un 
sentido amplio,, como: 1) un fenómeno 
de crimen organizado representado por 2) 
organizaciones criminales construidas alre-
dedor del narcotráfico y otras fuentes de 
financiación (legales e ilegales, como la mi-
nería, la microextorsión o el microtráfico), 
3) desligadas teóricamente de las lógicas 
del conflicto armado en términos jurídicos 
y militares (no aplicación del derecho in-
ternacional humanitario), 4) de bajo perfil, 
urbanas, con estructuras en su mayoría no 
militares pero con capacidad para admi-
nistrar territorios y ejercer amplio control 

social local, 5) con capacidad para hacer 
alianzas transitorias con grupos guerrille-
ros en el ámbito nacional y con carteles y 
redes criminales internacionales, 6) infiltrar 
instituciones y corromper miembros de la 
fuerza pública y funcionarios públicos, y 7) 
responsables de un número significativo de 
masacres, homicidios, desplazamientos for-
zados, extorsiones y reclutamiento forzado 
de menores, entre otros hechos delictivos6. 

Composición, organización  
y distribución territorial

Existen múltiples vacíos de información 
respecto al perfil de los  miembros de las 
Bacrim. Una primera aproximación muestra 
dos realidades frente a su composición: en 
distintas zonas del país han sido captura-
dos un número creciente de jóvenes entre 
los dieciséis y los veinticinco años de edad, 
por su pertenencia o participación en acti-
vidades delictivas ligadas a estas organiza-
ciones. Un seguimiento de medios durante 
el segundo semestre de 2012 en los depar-
tamentos de Antioquia, Córdoba, Valle del 
Cauca o La Guajira confirma esta primera 
tendencia.

Segundo, un 14% de desmovilizados 
hace parte funcional de estas estructuras 
criminales: de acuerdo con información 
de la Policía Nacional, de las casi 12.100 
capturas de miembros de estas bandas en-
tre 2006 y 2012, alrededor de 1.700 son 
desmovilizados7. Numerosos jefes estuvie-
ron vinculados o relacionados de alguna 
forma con los grupos paramilitares prece-
dentes: Don Mario, los Mellizos, Alberto 
Guerrero, Cuchillo, Pablo, Martín Llanos, 
los hermanos Úsuga (Otoniel y Giovanni), 
entre otros casos. Según la Fiscalía General 
de la Nación, a septiembre de 2012 el ma-
yor número de desmovilizados capturados 
pertenecían a alguno de los siguientes blo-
ques de las otrora autodefensas: Mineros, 
Nordeste Antioqueño, Héroes de Granada, 
Elmer Cárdenas, Córdoba, Cacique Nutiba-
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ra, Tayrona, Norte, Héroes del Llano y del 
Guaviare y Catatumbo. 

Operativamente, las Bacrim suelen ser 
analizadas en dos niveles: “por un lado se 
encuentra la cúpula, encargada de opera-
ciones de “alto nivel” como los envíos de 
coca. En un segundo nivel, se encuentra 
la base de la organización, compuesta por 
delincuencia común con bajo nivel de or-
ganización y entrenamiento, encargada de 
tareas específicas como controlar zonas de 
cultivos ilícitos y actividades rutinarias para 
la organización como el microtráfico y la 
micro-extorsión”8. Las autoridades suelen 
distinguir genéricamente entre el compo-
nente estructural, constituido por los man-
dos principales de la organización (capos o 
jefes) junto con el brazo armado y finan-
ciero que recibe órdenes directas de estos 
mandos, y las redes criminales, que prestan 
apoyo logístico, armado o material. 

Respecto a la distribución geográfica, a 
principios de 2012 se conoció amplia-
mente el presunto acuerdo entre las dos 
principales bandas criminales, Rastrojos y 
Urabeños, de acuerdo con el cual se repar-
tirían el territorio nacional: mientras estos 
asegurarían una buena parte de la zona 
norte del país, desde Antioquia hasta La 
Guajira, cubriendo departamentos como 
Córdoba, Sucre, Bolívar, Atlántico y parte 
de la región del Magdalena medio, los Ras-
trojos ratificarían su control sobre la cos-
ta pacífica desde Antioquia hasta Nariño, 
pasando por los departamentos del Cauca, 
Valle del Cauca y Chocó, además de Putu-
mayo; territorios como La Guajira y el norte 
del Cesar así como los Llanos orientales se 
identificaban como zonas en disputa sobre 
las cuales no habría habido acuerdo. 

Empero, el mapa actual de presencia de es-
tos grupos en el territorio nacional parece 
ser mucho más complejo, principalmente 
por la consolidación territorial de los ‘Ura-
beños’ y la expansión de los Rastrojos en el 
norte (costa Caribe) y oriente del país (san-

tanderes y Llanos orientales), además de la 
posible negociación de franquicias y dispu-
ta de zonas tras la captura de los principa-
les mandos de estas organizaciones, como 
parece ser el caso de Tumaco, cedido en 
teoría a los Urabeños luego de la entrega 
de  los Comba. 

Según registros oficiales, mientras la pre-
sencia de los Machos se limita a algunos 
municipios del Valle del Cauca,  la de Re-
nacer al Chocó y las disidencias del Erpac 
en Meta y Guaviare, algunos medios de 
comunicación y organizaciones sociales 
reportan la existencia de grupos de menor 
alcance que actúan o como extensiones 
de las Bacrim grandes bajo la modalidad 
outsourcing o como grupos independien-
tes con radios de acción que aparentemen-
te no trascienden el ámbito departamental: 
Águilas	Negras,	Oficina	de	Envigado,	Cor-
dillera, Autodefensas Unidas de Cundina-
marca, Cacique Pipintá, Autodefensas del 
Sur del Atlántico9, entre otros. 
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RTE DE SANTANDER

CALDAS

RISARALDA

ATLANTICO

QUINDIO

ARCH. SAN ANDRES PROVIDENCIA Y STA. CATA

PRESENCIA BANDAS 2007 - 2011

Grupo
Ninguno

De Urabá

ERPAC

Los Machos

Los Paisas-De Urabá

Los Paisas-De Urabá-Alta Guajira

Los Paisas-Los Rastrojos

Los Paisas-Los Rastrojos-De Urabá

Los Paisas-Los Rastrojos-De Urabá-Alta Guajira

Los Rastrojos

Los Rastrojos-De Urabá

Los Rastrojos-Los Machos

Los Rastrojos-Renacer Departamentos
Base Cartográfica: Procalculo 2011

Fuente: Observatorios de Derechos Humanos IDYH -Vicepresidencia de la Republica
 Ministerio de Minas y Energia

Redes y conexiones 
internacionales

El análisis de las redes y los escenarios in-
ternacionales donde se mueven las Bacrim 
muestra tres radios de influencia que se co-

rresponden con la presencia internacional 
de su brazo armado y sus redes para la dis-
tribución de narcóticos, sus principales so-
cios comerciales y los mercados de destino 
de la droga. 
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En el primer nivel están países como Vene-
zuela y Ecuador, en donde el brazo armado 
y financiero de las Bacrim parece mantener 
presencia directa y constante. Mientras en 
el caso venezolano medios de comunica-
ción nacionales e internacionales informan 
de la presencia de miembros de Rastro-
jos,	Urabeños,	Águilas	Negras,	Oficina	de	
Envigado y de la red del Loco Barrera en 
estados como Apure, Zulia y Táchira, inclu-
yendo ciudades como Maracaibo, del lado 
ecuatoriano algunos medios han registrado 
la	presencia	de	Rastrojos	y	Águilas	Negras	
en los límites entre los departamentos de 
Nariño y Putumayo (Colombia) y las pro-
vincias de Carchi y Sucumbíos en Ecuador, 
además de la aparente importancia de 
ciudades como Guayaquil como punto de 
tránsito y repostaje para el narcotráfico. 

En el segundo nivel están México y Perú, 
dado su rol cada vez más importante en 
la cadena de producción y distribución de 
estupefacientes y, por ende, como escena-
rios estratégicos para las Bacrim en cuanto 
a la presencia de socios comerciales. Perú 
recuperó su protagonismo en el negocio 
de las drogas a consecuencia del aumento 
reciente de su participación en el cultivo de 
coca y la producción de cocaína: de acuer-
do con el último informe del International 
Narcotics Control Strategy Report, tiene 
el mayor potencial de producción de coca 
pura en el mundo y está detrás de Colom-
bia en cuanto a la producción de cocaína 
de exportación10. En los últimos dos años 
las autoridades de ambos países han pues-
to en marcha estrategias conjuntas para 
combatir las redes en expansión de tráfico 
de armas, explosivos y estupefacientes que 
operan en la frontera (en las que participa-
rían también grupos guerrilleros como las 
Farc), y controlar además fenómenos cre-
cientes como la minería ilegal, en manos 
de estas organizaciones11. 

En el caso de México es bien sabido el 
poder actual de sus carteles respecto al 
control de la mayoría de rutas de tráfico 

de drogas que llega a Estados Unidos y su 
relación con los grupos criminales en Co-
lombia. Existen pruebas de los nexos de 
grupos como los Rastrojos y de la antigua 
organización de Daniel el Loco Barrera con 
el cartel de los Zetas12 y de los Urabeños 
con el de Sinaloa13. Más allá de las alian-
zas comerciales, las autoridades judiciales 
han avanzado en frentes como la extinción 
de dominio a bienes de capos mexicanos 
en Colombia: uno de los principales casos 
fue la captura de Pedro Antonio Bermúdez, 
el Arquitecto,  socio cercano a Joaquín ‘El 
Chapo’ Guzmán (jefe del cartel de Sinaloa), 
a quien se le incautaron cincuenta y ocho 
propiedades en Bogotá, Cali, Medellín y 
otros lugares del país, entre ellas treinta y 
seis inmuebles, quince sociedades, seis ve-
hículos lujosos y un título fiduciario, todo 
avalado por más de 15 millones de dólares 
y propiedad de ese cartel14.

En el tercer nivel existen dos unidades de 
análisis: la primera relacionada con los mer-
cados suramericanos y el papel asignado, 
con menor intensidad, a países como Ar-
gentina, Bolivia, Chile, Paraguay y Uruguay 
en el lavado de activos, y la extensión de 
redes al servicio del narcotráfico: mientras 
en los últimos meses en Argentina, Chile, 
Paraguay y Uruguay ha habido capturas de 
personas al servicio de las redes de tráfico 
y lavado de activos, además de la participa-
ción de narcos colombianos en empresas 
legalmente constituidas con sede en algu-
nos de esos países15, en Bolivia se reporta la 
participación de narcotraficantes colombia-
nos en el control de cultivos, la instalación 
de laboratorios e, incluso, el traslado de 
buena parte del andamiaje criminal (perso-
nas, infraestructura y recursos monetarios 
o para producción) del Loco Barrera hacia 
ese país16.

La segunda unidad de análisis incluye las 
rutas y puntos de destino de la droga ad-
ministrada por las Bacrim, que se embar-
ca por ambas costas colombianas. En este 
caso se emplean tanto la ruta centroame-
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ricana a través de países como Panamá, 
Honduras, Guatemala y México o las islas 
caribeñas (República Dominicana, Baha-
mas y Puerto Rico), con destino a Estados 
Unidos y Europa, como las rutas que parten 
desde Colombia, Venezuela o Brasil, por 
ejemplo, usando o no la conexión africana 
(Namibia, Sudáfrica y Zimbabwe, Guinea 
Ecuatorial, Sierra Leona, Malí, Cabo Verde, 
Guinea-Bissau, y Mauritania)17 para llegar 
hasta Europa. 

Resultados operacionales

A partir del Consejo nacional de seguridad 
de febrero de 2011, se definieron criterios, 
instancias y estrategias operativas para 
combatir a las Bacrim, definidas desde en-
tonces como fenómeno de criminalidad or-
ganizada y prioridad en materia de orden 
público. Además de la implementación de 
planes y estrategias concretas como el de-
nominado D6 y los planes Troya en el norte 
del país (Córdoba, bajo Cauca antioqueño 
y Sucre), en la costa pacífica (Valle, Cauca y 
Nariño) y en Chocó, se crearon y fortalecie-
ron instancias de inteligencia, judiciales (la 
Unidad nacional contra bandas criminales 
de la Fiscalía que ahora cuenta con seten-
ta fiscales) y operativas, con el propósito 
de obtener mayores resultados en la lucha 
contra estos grupos. 

Los datos oficiales arrojan importantes re-
sultados durante los últimos dos años: dos 
bandas criminales desvertebradas (la Ba-
crim de la alta Guajira y los Paisas, cuyos re-
ductos al parecer se integraron a Rastrojos 
y Urabeños) y dos más que se están some-
tiendo parcialmente a las autoridades (Er-
pac y Rastrojos); desarrollo de algo más de 
seiscientas operaciones especiales contra 
estos grupos; algo más de ochenta mandos 
medios de estas organizaciones capturados 
o dados de baja; y neutralización o entrega 
de los principales jefes de estas estructu-
ras: Rastrojos: Javier Antonio, Luís Enrique 
y Juan Carlos Calle Serna además de Diego 

Rastrojo; Urabeños: Juan de Dios Úsuga, 
Giovanny; los Paisas: Maximiliano Bonilla, 
Valenciano, y Erickson Vargas, Sebastián, 
Oficina de Envigado; Erpac: Pedro Guerre-
ro, Cuchillo, y José López, Caracho, además 
de los antiguos jefes de las Autodefensas 
Campesinas del Casanare, Héctor Germán 
y Nelson Orlando Buitrago Parada, Martín 
Llanos y Caballo18. 

Desde 2006 ha habido más de doce mil 
capturas de miembros de estas bandas y 
alrededor de mil ochocientas operaciones 
de la fuerza pública y las autoridades judi-
ciales contra estos grupos; además se han 
incautado más de seis mil armas de fuego 
(tres mil seiscientas cortas y dos mil dos-
cientas largas) y más de noventa toneladas 
de estupefacientes19. A pesar de la magni-
tud de estos resultados, la efectividad de 
los planes se contrasta públicamente con 
la pervivencia del poder local y regional de 
estos grupos, tal como lo muestran el paro 
armado decretado por los Urabeños en va-
rias ciudades de la costa Caribe en enero 
de 2012 tras la abatida de su jefe Giovanni,  
novedades relacionadas con la pervivencia 
de reductos del Erpac e incluso la confor-
mación de ejércitos antirrestitución en el 
norte del país,  hechos que ponen de pre-
sente el alcance e impacto de estos grupos 
y de las nuevas formas de criminalidad aso-
ciadas a ellos en la actualidad. 

Bacrim y tres niveles  
de problematización

Este diagnóstico sobre Bacrim sin duda es 
objeto de convergencias y divergencias en-
tre centros de pensamiento, ONG, organi-
zaciones sociales, académicos y expertos, 
principalmente frente a variables como el 
tamaño, la naturaleza, la composición, las 
características y el alcance de estos gru-
pos. Más allá de estas divergencias, en el 
terreno las Bacrim plantean una amplia 
gama de amenazas al estado, a las comu-
nidades en las que se despliega con mayor 
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intensidad el fenómeno y, en general, a la 
sociedad colombiana. Amenazasque me-
recen tratamientos a corto y largo plazo 
incluyendo aspectos relacionados con la in-
vestigación académica y el debate concep-
tual, asuntos institucionales y operativos en 
materia de seguridad y política antidrogas, 
y cuestiones relacionadas con normas so-
ciales, condiciones estructurales y aspectos 
axiológicos dentro de los contextos sociales 
en donde prosperan este tipo de organiza-
ciones. 

Primer nivel: lo académico  
y lo metodológico 

La investigación académica

Sectores académicos han dado pasos im-
portantes en cuanto al seguimiento y diag-
nóstico del fenómeno. Como se mostró, 
organizaciones nacionales e internacio-
nales y expertos y académicos han hecho 
propuestas conceptuales para definir a las 
Bacrim y diferenciarlas respecto de los gru-
pos paramilitares, y han definido también 
un conjunto de criterios prácticos para mo-
nitorear las acciones de estos grupos en los 
contextos locales y regionales. 

Aun cuando el ejercicio académico de com-
parar estas organizaciones con los grupos 
paramilitares es un aporte importante en 
términos de entender las continuidades y 
rupturas entre ambos fenómenos y mostrar 
las falencias mismas del proceso de desmo-
vilización de las AUC, sobresale la trampa 
de la comparación en un doble sentido, 
pues se tiende a exagerar y mitificar las ca-
racterísticas de los antiguos grupos parami-
litares como su carácter contrainsurgente o 
sus finalidades políticas; y en ocasiones se 
subestima el alcance del fenómeno actual, 
pues al calificarlo como netamente crimi-
nal se omiten o minimizan aspectos claves 
respecto a su incidencia política, social y 
electoral. 

Además de la falta de consensos sobre la 
naturaleza y el alcance de estos grupos, en 
donde se identifica el universo de concep-
tos antes mencionados, hay pocas inves-
tigaciones que caractericen a fondo estos 
grupos: no existen, por ejemplo, distincio-
nes claras basadas en las prácticas entre los 
distintos grupos que conforman las Bacrim 
(entre Rastrojos y Urabeños), ni análisis 
sobre las características que distinguen a 
facciones de los mismos grupos de un con-
texto a otro: diferencias entre los Rastrojos 
con presencia en Norte de Santander de los 
que están en Nariño o La Guajira, si es que 
es posible hablar de una misma Bacrim. 

Prevalece un déficit en cuanto al estudio 
de las dinámicas locales de estos grupos en 
distintos puntos de la geografía colombia-
na y hasta ahora son pocos los esfuerzos 
por hacerlos en clave de crimen organiza-
do, desentrañando sus lógicas de poder y 
sus repertorios de control social frente a las 
comunidades donde ejercen su poder. Es-
tudios como los de la Corporación Nuevo 
Arco Iris, el Cerac o algunas universidades 
del nivel central o regional son esfuerzos 
importantes al respecto,  aun cuando en 
ocasiones  no tienen el eco ni la incidencia 
que merecen. 

Sobre lo metodológico

Los criterios metodológicos utilizados por 
las entidades oficiales y las organizaciones 
y expertos para investigar a las Bacrim no 
son muy claros. Del lado oficial hay incon-
sistencias básicas sobre el conteo de grupos 
y miembros de estas bandas. A estas orga-
nizaciones se les hace seguimiento desde 
2006, año en el que se hablaba de treinta y 
tres estructuras y cuatro mil miembros con 
presencia en ciento diez municipios20. Des-
pués de seis años de acción pública con-
tra estos grupos y de la captura de más de 
doce mil de sus miembros, se estima que 
el número de municipios aumentó a ciento 
noventa, y el de miembros alcanza, según 
registros oficiales, algo más de cuatro mil 
ochocientas personas. 
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Una de las tesis ya comprobadas es la ca-
pacidad de reproducción que tienen las 
bandas criminales, así como la efectividad 
de sus mecanismos de reclutamiento. No 
obstante, permanecen dudas sobre 1) la 
metodología empleada en el pasado para 
investigarlas, teniendo en cuenta en espe-
cial la atención que el gobierno del presi-
dente Uribe dio a la lucha contrainsurgente 
y su actitud pasiva y reactiva frente a las Ba-
crim, y 2) los criterios empleados hoy para 
definir cuántos y quiénes hacen parte de 
ellas. Aquí radica parte de la importancia 
de una buena caracterización, puesto que 
entender el fenómeno en aspectos claves 
como el comando y control permite tener 
una idea más precisa de los objetivos que 
debería perseguir una política integral en 
contra de las bandas criminales. 

Las inconsistencias en el conteo llevan a 
preguntarse si los actuales indicadores de 
éxito de la política son óptimos para de-
terminar el avance del estado en la lucha 
contra estas organizaciones21, y si el núme-
ro de capturas o de incautaciones de droga 
o armas dan una idea de su efectividad en 
desarticularlas. Como se expuso, a la luz de 
las cifras y a pesar de los buenos resultados 
en materia de capturas o incautaciones, 
desde el punto de vista oficial, actualmente 
permanecen menos estructuras que hacen 
presencia en muchos más municipios y con 
más hombres (concentración), situación 
que relativiza la eficacia de las acciones 
adelantadas por la fuerza pública desde 
2006. 

Segundo nivel: lo conceptual,  
lo operativo y otros escenarios

Alcance conceptual del crimen 
organizado

Una apuesta central del gobierno del pre-
sidente Santos en materia de seguridad y 
orden público fue el reconocimiento del 
conflicto armado en Colombia, de sus víc-

timas por medio de la ley 1448 de 2011 y 
de los grupos guerrilleros que cobijaba la 
aplicación de las normas del derecho inter-
nacional humanitario, diferenciando a las 
Bacrim de este marco normativo al consi-
derarlas, desde febrero de 2011, como fe-
nómeno de criminalidad organizada, frente 
al cual debería aplicarse una política polici-
va enmarcada en el respeto a los derechos 
humanos. Esta distinción, sin duda en línea 
con las iniciativas del gobierno en mate-
ria de seguridad y posconflicto, plantea al 
menos tres disyuntivas políticas, jurídicas y 
operativas. 

Políticamente, la distinción de las Bacrim 
como fenómeno de crimen organizado le 
da continuidad a la distinción hecha por 
el gobierno Uribe, de diferenciar las ban-
das criminales de los grupos paramilitares 
representados en su mayoría por las AUC. 
Esta distinción sobrevalora la efectividad del 
proceso de desmovilización y reintegración 
de los grupos paramilitares (2003-2006), 
negando implícitamente, por un lado, la 
relación entre desmovilizados y reductos de 
esos grupos en la conformación de las Ba-
crim y, por otro lado, atemperando la natu-
raleza criminal (al servicio del narcotráfico) 
de los otrora grupos paramilitares. La reali-
dad muestra que estas bandas “surgieron 
en regiones donde previamente existía pre-
sencia paramilitar y continuaron las prácti-
cas de control social, incluida la violencia 
contra líderes comunitarios y otros grupos 
vulnerables”22. 

Operativamente, la denominación del fe-
nómeno como criminalidad organizada y 
su distinción frente al conflicto armado y 
sus actores (guerrillas), define los términos 
y el nivel de respuesta del estado frente 
a ellos. En esencia, acorde con tratados y 
convenciones internacionales en materia 
de derechos humanos, las Fuerzas Milita-
res no están facultadas para combatir a las 
Bacrim en tanto la respuesta institucional a 
este tipo de amenaza debe estar encabeza-
da por la Policía Nacional, responsable de 
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garantizar la seguridad del país dentro de 
sus fronteras. Este principio plantea restric-
ciones importantes para combatir a las Ba-
crim, no tanto porque anule la capacidad 
de fuego de las Fuerzas Militares, sino por-
que limita sus capacidades en materia de 
inteligencia y logística, teniendo en cuenta 
su amplia presencia en numerosos munici-
pios y sus áreas rurales. 

Jurídicamente, la distinción además de in-
cluir los problemas de competencias entre 
las Fuerzas Militares y la Policía, plantea di-
ferencias en cuanto a la distinción de las 
víctimas de las Bacrim respecto de las vícti-
mas del conflicto armado, cobijadas por la 
ley 1448 de 2011. Tal como lo plantea el 
International Crisis Group, (ICG) aun cuan-
do el texto original de la ley de víctimas no 
reconoce a las de estos grupos de criminali-
dad organizada, jurisprudencia de la Corte 
Constitucional de marzo de 2012 parece 
abrir la puerta para el reconocimiento de 
estas víctimas dentro de la ley23. 

Judicialización e inteligencia

Desde la reformulación de la estrategia 
contra las Bacrim en febrero de 2011, el 
gobierno del presidente Santos resolvió for-
talecer estos dos componentes como parte 
del esfuerzo por desarrollar una estrategia 
integral contra ellas. En materia operativa 
y de inteligencia definió nuevas instancias 
y mecanismos de coordinación y asesoría 
como el CI2 Bacrim (Centro integrado de 
inteligencia contra las bandas criminales)24, 
para alinear recursos, información y crite-
rios durante el desarrollo de operaciones 
en terreno. 

En materia judicial fortaleció la Unidad 
nacional contra bandas criminales de la 
Fiscalía, con lo que se precisaron criterios 
importantes en materia de recolección de 
información, investigación y judicialización 
de miembros de estos grupos. Junto con 
las capturas aumentó la cantidad de im-
putaciones de cargos (concierto para de-

linquir como delito base) y condenas, y se 
incrementó la cobertura mediante el nom-
bramiento de nuevos fiscales para un total 
de setenta en la Unidad una vez aprobada 
la ley de seguridad ciudadana (ley 1453 de 
2011), entre otros progresos.

Mientras los resultados operacionales pa-
recen defender los avances en materia de 
inteligencia (desarticulación de bandas, 
neutralización de jefes y mandos medios y 
capturas), la judicialización parece estar a 
medio camino. Como lo plantea el Interna-
tional Crisis Group en relación con el some-
timiento del Erpac en diciembre de 2011, el 
estado colombiano no tiene una política in-
tegral de sometimiento frente a miembros 
de las Bacrim, lo que se constata en que: 
1) la justicia colombiana no está preparada 
para adelantar este tipo de procesos dado 
que no hay una investigación criminal ex-
haustiva, producto principalmente de la 
debilidad institucional: sólo diecinueve de 
los doscientos setenta y dos miembros del 
Erpac que se sometieron tenían anteceden-
tes penales25; 2) existen incentivos perver-
sos relacionados con la falta de investiga-
ción judicial y la débil individualización de 
los miembros de estos grupos, agravado 
con la ausencia de un sentido estratégico 
en la aplicación de los mecanismos de so-
metimiento existentes (principio de oportu-
nidad, preacuerdos, sentencia anticipado, 
subrogados) y los criterios de excarcelación 
para delitos menores; 3) en la Fiscalía hay 
vestigios de un enfoque de microcrimina-
lidad como modelo de persecución penal 
(delito por delito) cuando se sabe que la 
criminalidad organizada necesita de una 
investigación judicial enfocada a desestruc-
turar redes criminales y de poder asociadas 
o funcionales a estos grupos; 4) no hay 
incentivos institucionales ni recursos sufi-
cientes para apoyar la labor de fiscales e 
investigadores que combaten el crimen or-
ganizado; y 5) falta claridad respecto a los 
programas o beneficios de reintegración 
que podrían ser otorgados a estos grupos.
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Análisis de contextos  
y condiciones

El seguimiento de las autoridades a las 
Bacrim se ha basado en el análisis de los 
grupos que las representan como fenó-
meno de criminalidad. Como se ha dicho, 
desde cuando empezaron a monitorearse, 
en 2006, el número de bandas se ha redu-
cido considerablemente, aun cuando esta 
reducción no dice mucho acerca de los 
avances reales del estado frente a la dismi-
nución de un fenómeno que, de acuerdo 
con las cifras, permanece inalterable. Dos 
características de las Bacrim parecen elevar 
la pregunta más allá de los grupos que las 
representan: 1) su capacidad para renovar 
sus cadenas de mando y control así como 
sus redes de apoyo a pesar de las capturas 
y golpes producidos contra sus estructu-
ras; y 2) su crecimiento y expansión hacia 
nuevos contextos y territorios donde se 
arraigan mediante su presencia armada o 
el ejercicio del control social. 

La capacidad de reproducción y expansión 
de estos grupos está directamente rela-
cionada con las ventanas de oportunidad 
políticas, socioeconómicas e institucionales 
que aprovechan en las zonas donde tienen 
presencia. Al respecto hay dos hipótesis: de 
naturaleza económica la primera, explica 
que estos grupos se reproducen y arraigan 
en aquellos contextos (más) funcionales a 
la cadena de producción y tráfico de estu-
pefacientes o donde existen mercados le-
gales, informales e ilegales eventualmente 
explotables por ellos. 

Con una racionalidad mucho más institu-
cionalista y sociológica, la segunda hipó-
tesis explica la reproducción de las Bacrim 
en los contextos en donde las instituciones 
son débiles o no existen, donde los merca-
dos y las economías locales no están plena-
mente integrados al circuito económico na-
cional y donde las comunidades carecen de 
oportunidades laborales, acceso a servicios 
y condiciones de vida mínimas. Según esta 

óptica, estas organizaciones se aprovechan 
de contextos donde hay altos grados de 
corrupción y poco control estatal. 

Con base en trabajo de campo26, la Funda-
ción Ideas para la Paz propuso el concepto 
de contextos de ilegalidad para referirse a 
algunos escenarios donde se reproducen 
estos grupos en la medida en que se cum-
plen estas condiciones: 1) ausencia estatal; 
2) herencia o experiencia con mercados y 
redes ilegales acorde a factores geoestraté-
gicos: fronteras, por ejemplo; 3) “dificulta-
des de las comunidades y del departamen-
to para hacer parte funcional del circuito 
económico nacional redujeron las posibili-
dades de diversificar y ampliar la actividad 
económica y por lo tanto, limitaron la ba-
raja de oportunidades económicas legales 
para la población”27; y 4) afabilidad cultu-
ral, entendida como “la aceptación, apro-
piación y perpetuación de valores dispares 
al orden constitucional, (lo que) resulta re-
levante a la hora de entender la existencia 
de un grupo social altamente tolerante con 
ciertas prácticas ilegales (contrabando) y 
con su perpetuación28”.

La continuidad de ciertas estructuras y re-
des criminales se relaciona con la de las 
condiciones que hacen posible esta repro-
ducción: las dos hipótesis son complemen-
tarias y ofrecen una idea de la dimensión 
del fenómeno y de otros aspectos que 
deben tener en cuenta los tomadores de 
decisiones para enfrentar este tipo de cri-
minalidad. 

Política de drogas

Es claro que la razón de ser de las Bacrim 
está ligada al narcotráfico y a la dinámica 
del negocio. Tal y como lo plantean Tickner 
y otros autores, “las Bacrim participan en 
las fases intermedias de la cadena del nar-
cotráfico, como la compra de pasta base, 
la producción de clorhidrato, la custodia y 
embarque y el control del microtráfico de 
consumo interno”29. Mediante el control 
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de estas fases, en las que se genera buena 
parte de las ganancias, estos grupos ase-
guran una fuente de financiación muy ren-
table y apenas equiparable, en apariencia, 
con los recursos generados por actividades 
como la minería ilegal o la microextorsión. 
Gracias a este negocio están en capacidad 
no solo de financiar su componente arma-
do y redes de apoyo, sino de definir sus es-
trategias de expansión y disputa territorial 
con el objetivo de controlar zonas de culti-
vo, corredores estratégicos para el procesa-
miento y la distribución, mercados internos 
y puntos de embarque hacia el exterior. 

La política antidrogas implementada por 
los gobiernos nacionales en Colombia ha 
arrojado resultados ambivalentes. Lo ante-
rior por cuanto, mientras ha logrado redu-
cir significativamente el área cultivada me-
diante la aspersión aérea y la erradicación 
manual (con el plan Colombia se pasó de 
más de 163.000 hectáreas cultivadas en el 
año 2000 a cerca de 64.000 en 2012)30 y 
propinar otros golpes sobre la oferta (cap-
turas, actividades de interdicción y demás), 
el escenario actual muestra la pervivencia 
del problema de las drogas en, al menos, 
tres sentidos: 1) incremento relativo del 
área de cultivo en 2011 según el último 
registro de las Naciones Unidas, junto con 
la aparición y concentración de cultivos en 
el sur y occidente colombiano; 2) fortaleci-
miento aparente de los mercados internos, 
del lado de la oferta, en concordancia con 
el aumento de las labores de interdicción y 
el control en las fronteras; y 3) el aumento 
del consumo en todos los grupos demo-
gráficos y en todas las regiones, de acuer-
do con estudios de la Universidad de los 
Andes y su Centro de Estudios sobre Segu-
ridad y Drogas31. 

La pervivencia del negocio y de los grupos 
que controlan los diferentes eslabones de 
la cadena muestran claramente los límites 
de la estrategia actual en términos de efec-
tividad, y la necesidad de redefinir cuanto 
antes el paradigma prohibicionista de la lu-
cha contra las drogas. 

Tercer nivel: sobre lo urgente

Persisten actualmente varios puntos neu-
rálgicos relacionados con las Bacrim que 
merecen atención a corto y mediano plazo 
de cara a obtener resultados de mayor im-
pacto frente a ellas. 

Corrupción

De acuerdo con estadísticas de Justicia y 
Paz, el proceso de justicia transicional ade-
lantado con los grupos paramilitares da 
una idea de las debilidades de las institu-
ciones frente a estas formas de criminali-
dad: a junio de 2012, el sistema de justicia 
y paz decía haber compulsado copias a la 
justicia ordinaria para que adelantara inves-
tigaciones, por sus presuntos vínculos con 
estos grupos, en contra de mil noventa y 
nueve políticos, mil ciento un miembros de 
fuerza pública, trescientos setenta y nueve 
servidores públicos y más de diez mil per-
sonas32. 

Así mismo, desde 2009 ha estado creciendo 
la atención de las autoridades nacionales 
frente a los continuos casos de miembros 
de fuerza pública y funcionarios  locales 
que tienen nexos con las Bacrim. Durante 
2012 medios de comunicación han infor-
mado de casos de miembros de la Policía, 
las Fuerzas Militares y organismos judiciales 
capturados en departamentos como Cho-
có, Antioquia, La Guajira y Huila por sus 
presuntos vínculos con los Rastrojos, o en 
Antioquia, Boyacá, Santander y Córdoba 
por nexos con otras Bacrim como los Ura-
beños o bandas locales. 

Política carcelaria

De acuerdo con fuentes oficiales, en mate-
ria de política carcelaria frente a las Bacrim 
existen dos riesgos: 1) muchos de los jefes 
y mandos medios capturados durante los 
últimos años parecen tener todavía mucha 
influencia y control sobre las redes crimi-
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nales y los contextos en donde operan; 
ejemplos recurrentes están asociados con 
otrora jefes del bloque Centauros en los 
Llanos orientales o en el Atlántico con anti-
guos jefes del bloque Norte de las AUC que 
no fueron extraditados; 2) la mayor parte 
de los capturados parecen permanecer en 
prisiones ubicadas en sus zonas de influen-
cia, lo que representa un riesgo importante 
en materia de seguridad; durante el último 
año y medio, el gobierno nacional había 
estado concentrando a los miembros de las 
Bacrim en la cárcel de Cómbita (Boyacá), 
concentración que al parecer acarrea serias 
dificultades relacionadas principalmente 
con los costos logísticos en los que incurre 
la justicia para adelantar los procesos judi-
ciales contra estas personas. 

Política de reintegración  
y prevención de reclutamiento

Según estadísticas oficiales, de los doce mil 
miembros de las Bacrim capturados desde 
2006, 1.765 habían hecho parte del proce-
so de desmovilización de grupos paramili-
tares adelantado entre 2003 y 200633, es 
decir que 14,5% del total de capturados 
eran desmovilizados. En la actualidad, per-
sisten varias tareas pendientes respecto a 
la elaboración de un diagnóstico preciso 
sobre el fenómeno de la reincidencia de ex 
combatientes en el país; no existe mucho 
consenso respecto a la dimensión del fe-
nómeno, su alcance en contextos locales y 
sobre aquellos factores de riesgo y de pro-
tección de la población desmovilizada fren-
te a estos fenómenos criminales.  

El ejercicio de identificar factores de riesgo 
y protección debe profundizarse en rela-
ción con poblaciones vulnerables como los 
niños y niñas, adolescentes y jóvenes. Tal y 
como se dijo, buena parte de los miembros 
de estas organizaciones criminales provie-
nen de este tipo de poblaciones: su capa-
cidad de reproducción depende cada vez 
más de la efectividad de sus mecanismos 
de reclutamiento frente a estas poblacio-

nes y de las ventanas de oportunidad que 
aprovechan ante las debilidades estatales 
en educación, empleo y política social, en-
tre otros asuntos. 

Redes internacionales  
y lavado  de activos

Como fenómeno dependiente de las di-
námicas del narcotráfico, el monitoreo y 
la acción pública sobre las Bacrim inclu-
yen dos variables de gran importancia: 
1) la legalización de recursos mediante 
el lavado de activos; y 2) las redes inter-
nacionales al servicio del narcotráfico y 
en alianza con ellas. Frente al lavado, las 
autoridades judiciales tienen un camino 
largo por recorrer en materia de inves-
tigación y seguimiento de los recursos y 
bienes que se producen a partir de estas 
actividades criminales, así como de quie-
nes administran estos recursos nacional 
e internacionalmente. En este punto la 
coordinación interinstitucional es impor-
tante, dentro de la misma Fiscalía y en 
relación con autoridades de otros países. 

En cuanto a las alianzas entre las Bacrim 
y redes internacionales de criminalidad, es 
importante destacar que la coordinación 
entre agencias y cuerpos policiales nacio-
nales e internacionales ha permitido cap-
turas como las de Mi Sangre en Argentina, 
Diego Rastrojo en Venezuela o Juan Carlos 
Calle Serna en Ecuador, y la incautación de 
bienes de estas organizaciones en distintos 
países de Suramérica. No obstante, la tarea 
sigue siendo de difícil realización, particu-
larmente de cara a entender mejor el rol de 
cada país en cuanto al funcionamiento del 
narcotráfico y de otros mercados ilícitos. 

Fuentes de financiación,  
informalidad y delincuencia

Una idea bastante extendida durante el úl-
timo año se relaciona con la búsqueda por 
parte de las Bacrim de nuevas fuentes de 
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financiación y su creciente participación en 
actividades legales e ilegales como la mine-
ría, el contrabando, la micro-extorsión y el 
micro-tráfico. Algunos estudios regionales 
adelantados por organizaciones sociales y 
centros de pensamiento han avanzado en 
el diagnóstico de este tema especialmente 
en el caso de la explotación de oro o de 
madera o del uso de las fronteras para la 
operación de redes del contrabando al ser-
vicio de estos grupos. Empero, frente a este 
tema, permanecen varias dudas respecto: 
1) la veracidad de la tesis sobre la amplia-
ción de las fuentes de financiación, identi-
ficando con precisión el tipo de actividades 
desplegadas y en qué zonas del país; 2) la 
proporción de los ingresos que generan es-
tas actividades para estos grupos en com-
paración con los recursos generados por 
el narcotráfico; y 3) la distinción entre los 
mundos de lo ilegal, lo informal y lo cri-
minal y sus efectos prácticos respecto a la 
formulación de políticas públicas. 

Consideraciones finales 
a propósito del escenario 

actual

Sobre lo nominal, su alcance  
y la naturaleza del fenómeno

A raíz de las recientes masacres perpetra-
das por estos grupos en departamentos 
como  Antioquia (diez campesinos asesi-
nados en Santa Rosa de Osos el 7 de no-
viembre pasado) y Valle del Cauca (diez 
personas asesinadas en Buenaventura en 
enero de 2013), se abrió de nuevo el de-
bate sobre la naturaleza de estos grupos. El 
empleo de métodos de violencia similares 
a los de los paramilitares (masacres y des-
apariciones) abrió la discusión sobre este 
fenómeno, destacándose las posiciones 
que abogan por incluirlas como actores del 
conflicto armado en Colombia. Este debate 
debe superar al menos tres trampas. 

Primera, la nominal: hay una diferencia 
práctica entre afirmar que los grupos de 
hoy son paramilitares pues comparten las 
mismas características de aquellos que se 
desmovilizaron entre 2003 y 2006, y soste-
ner que los de ahora son una continuación 
del fenómeno protagonizado anteriormen-
te por los paramilitares. Aun cuando la des-
movilización parcial de los paramilitares y la 
permanencia de sus estructuras económi-
cas y armadas en zonas específicas del país 
explica la existencia de los grupos de hoy, 
las Bacrim no pueden ser calificadas como 
paramilitares ni como una expresión del 
“terrorismo de estado”: son un fenómeno 
criminal fuertemente ligado al narcotráfico 
sin pretensión política ni contrainsurgente. 

De hecho, esta característica parece ser 
compartida completamente por los otrora 
grupos paramilitares, de acuerdo con un 
estudio de Camilo Echandía, recientemen-
te publicado por la FIP, en el que el autor 
asegura que “la territorialidad de las au-
todefensas en este periodo (1994-2002) 
evidencia que los intereses de estos gru-
pos desbordan la pretendida dimensión 
contrainsurgente. En efecto, si se asocia la 
presencia de este actor con una oferta de 
protección, se ha visto que no corresponde 
con la demanda de seguridad, por cuanto 
la presencia de las autodefensas se estable-
ce principalmente en función de los inte-
reses del narcotráfico y no por la amenaza 
que representa la guerrilla”34.

De ahí la importancia de centrar el análisis 
sobre el fenómeno y no sobre los actores, 
sobre su naturaleza y no tanto sobre sus 
expresiones; narcotráfico, poderes crimi-
nales regionales y otros mercados ilegales 
son variables que explican la pervivencia de 
este fenómeno criminal a través del tiempo 
y atemperan el poder explicativo otorgado 
históricamente a las tesis sobre la existen-
cia de lo paramilitar y contrainsurgente en 
Colombia. 
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Segunda, la trampa jurídico-política: el re-
conocimiento de las Bacrim como actor 
del conflicto armado y no como fenómeno 
criminal está motivado parcialmente por 
su alto impacto en las comunidades y los 
entornos sociales en donde tienen presen-
cia. Su gran aporte a la violencia en el país 
y el alto número de víctimas que generan 
son argumentos de peso para considerarlas 
más allá de lo criminal. Empero, es necesa-
rio distinguir dos dimensiones: tal y como 
se explicó, existe la necesidad inmediata de 
reconocer jurídicamente (mediante la ley 
de víctimas, por ejemplo) al universo consi-
derable de víctimas que han dejado las ac-
tividades de estos grupos, dado su alcance 
e impacto regional y local. Pero reconocer a 
las Bacrim como un actor del conflicto sig-
nifica también reconocerle carácter político 
a un fenómeno netamente criminal asocia-
do al narcotráfico y, con esto, repetir gran 
parte de los errores cometidos durante la 
desmovilización de las AUC. 

La disyuntiva actual frente al reconocimien-
to de las víctimas de las Bacrim depende-
rá de la nueva jurisprudencia de la Corte 
Constitucional respecto a la ley de víctimas. 
Centrar este debate jurídico, por ejemplo, 
sobre ciertos delitos o tipos penales (ma-
sacres, desplazamientos forzados, secues-
tros) y no sobre los responsables, puede ser 
uno de los criterios a tener en cuenta en 
estas  discusiones. 

Tercera, la trampa de lo operativo: el reco-
nocimiento de las Bacrim como actor del 
conflicto armado parte de la necesidad 
aparente de contar con las Fuerzas Militares 
para combatirlas: como actor del conflicto, 
estarían reguladas por las normas del dere-
cho internacional humanitario y por esa vía 
las Fuerzas Militares tendrían competencia 
para enfrentarlas. Frente a este argumento 
es necesario hacer dos precisiones: 1) te-
niendo en cuenta la capacidad de fuego de 
algunos de estos grupos así como las capa-
cidades instaladas de las Fuerzas Militares 
en materia de inteligencia y presencia terri-
torial, deberán existir mecanismos de coor-

dinación y cooperación entre fuerzas poli-
ciales y militares, jurídicamente amparados, 
frente a situaciones y amenazas locales y 
regionales; 2) el debate sobre la compe-
tencia de las Fuerzas Militares frente a las 
Bacrim no debe olvidar algunas certezas en 
torno a su perfil y a la responsabilidad de 
la Policía para combatirlas: sobre todo ur-
banas, hacen uso de armas cortas, operan 
en grupos pequeños y participan en delitos 
como el microtráfico y la microextorsión, 
entre otras características. 

La cara invisible del fenómeno

El estudio de los contextos y las condiciones 
que permiten la reproducción de las Bacrim 
debe identificar las redes de poder políticas 
y económicas funcionales a su existencia o 
que hacen uso de ellas para extender sus 
redes. Las investigaciones de la Corpora-
ción Nuevo Arco Iris son muy valiosas en 
cuanto buscan poner en evidencia este tipo 
de redes, incluyendo mercados, sectores 
económicos e instituciones cooptadas por 
estos grupos, y hasta funcionarios públicos 
que hacen parte de sus nóminas. Uno de 
los casos más representativos resueltos por 
la justicia fue el del ex gobernador del Gua-
viare, Óscar López, condenado en enero de 
2011 por la Corte Suprema de Justicia por 
sus nexos con el otrora jefe del Erpac, Pedro 
Guerrero, Cuchillo. Igualmente, durante las 
elecciones locales de octubre de 2011or-
ganizaciones sociales y políticas, medios 
de comunicación y personalidades públicas 
denunciaron los antecedentes y vínculos 
de candidatos a alcaldías, gobernaciones, 
asambleas departamentales y concejos 
municipales con estos grupos criminales. 

No obstante, el camino por recorrer para 
desentramar las redes locales de poder que 
sustentan y se alimentan de estas organi-
zaciones es largo. La investigación judicial y 
académica debería buscar: 1) generar ma-
yor debate y consenso sobre la naturaleza 
de estos grupos, afinando y alineando as-
pectos conceptuales que propendan a ca-
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racterizar mejor el fenómeno; 2) incorporar 
en los  estudios la situación regional y local 
de estos grupos y los contextos y mercados 
donde se reproducen; 3) seguir avanzando, 
a partir de esta caracterización, en el pro-
pósito de encontrar una relación mejor en-
tre la academia, los entes judiciales y quie-
nes formulan las  políticas públicas, para 
que haya avances de mayor contundencia 
frente a estos grupos. 

El fenómeno detrás del actor

La respuesta a las Bacrim debe replantear 
los criterios en los que se basa la estrategia 
actual, global y nacional, contra las drogas 
de uso ilícito. El cambio en la estrategia, y 
del paradigma detrás de ella, parte de la 
voluntad política de los gobiernos y orga-
nismos multilaterales por aceptar nuevas 
opciones y presentar soluciones alternati-
vas a los instrumentos actuales de la po-
lítica frente a las drogas. Mientras estas 
opciones avanzan, en el país deberá defi-
nirse un conjunto de indicadores de éxito 
que, complementando los actuales, incluya 
variables que den información más preci-
sa sobre la contundencia y sostenibilidad 
de la estrategia empleada: desarticulación 
definitiva y sostenible de rutas y redes al 
servicio del narcotráfico, teniendo en cuen-
ta la mayoría de eslabones de la cadena, 
enfatizando en el lavado de activos. 

Las ruedas sueltas

Con la neutralización de una buena parte 
de las cabezas visibles de las principales 
Bacrim (Mi Sangre, los Comba, Diego Ras-
trojo, Sebastián),  fue completamente evi-
dente una realidad presente desde tiempo 
atrás: la existencia de organizaciones cri-
minales que operan regional y localmente, 
que no hacen parte de ni rinden cuentas a 
las grandes Bacrim reconocidas oficialmen-
te, que controlan comunidades y territorios 
extensos, participan y se lucran de diferen-
tes tipos de actividades y mercados y sobre 

las que no hay un diagnóstico preciso. Una 
vez identificadas las grandes bandas nacio-
nales, es hora de ajustar la metodología de 
seguimiento y diagnóstico de estas orga-
nizaciones para, con mejor apoyo de inte-
ligencia e investigación judicial, identificar 
con mayor precisión a quienes reproducen 
actividades y delitos propios de la criminali-
dad organizada. 

Del corto al largo plazo

Una estrategia integral contra las Bacrim 
debe tener en cuenta las variables co-
yunturales y estructurales que explican su 
pervivencia: a corto y mediano plazo, es 
imperioso responder coordinada y sosteni-
blemente a problemas como la corrupción, 
la política carcelaria insuficiente y equivo-
cada, la existencia de poderes mafiosos 
locales, la reincidencia de ex combatien-
tes en la ilegalidad, la existencia de redes 
internacionales asociadas a estos grupos 
y su apropiación de nuevas fuentes de fi-
nanciación como la minería ilegal. A largo 
plazo serán necesarias mejores alternativas 
para resolver las deficiencias de la estrate-
gia actual contra las drogas y las fallas del 
estado en materia social y de generación 
de oportunidades de vida y ascenso social 
para amplios sectores sociales, en especial 
para poblaciones vulnerables que como los 
niños, niñas, adolescentes y jóvenes, que 
siguen siendo parte importante del múscu-
lo humano de estas organizaciones. 

Recomendaciones

•	 A los miembros del Congreso: recha-
zar el proyecto de ley que cursa en el 
órgano legislativo y que habilitaría a 
las Fuerzas Militares para combatir a 
las Bacrim, por cuanto representaría 
un retroceso frente al entendimiento 
de la naturaleza de estos grupos y a 
la optimización de mecanismos para 
combatirlos. La definición de lo óptimo 
en este escenario pasa por el estableci-
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miento y regulación de mecanismos de 
coordinación entre las Fuerzas Militares 
y la Policía Nacional en materia de inte-
ligencia y control territorial, entre otros 
aspectos. 

•	 A la academia, las organizaciones so-
ciales y las autoridades locales: fortale-
cer la investigación académica y judicial 
sobre estos grupos local y regionalmen-
te. A partir de los golpes propinados 
a las Bacrim y sus jefes entre 2011 y 
2012, el diagnóstico debe concentrarse 
en las dinámicas locales (sus protago-
nistas –poderes locales y redes–, y sus 
repertorios de violencia y de financia-
ción –asesinatos selectivos, microextor-
sión o microtráfico–), complementando 
así el análisis actual sobre las grandes 
estructuras criminales. Un escenario in-
minente de atomización de grupos cri-
minales exige investigaciones con este 
tipo de enfoque. 

•	 A las autoridades nacionales: concen-
trar recursos y acciones en tres frentes 
de acción: 1) institucional: revisar y for-
talecer la política carcelaria frente a las 
Bacrim y fortalecer la investigación ju-
dicial respecto a nexos de funcionarios 
públicos con ellas; 2) internacional: for-
talecer la investigación judicial en ma-
teria de lavado de activos y consolidar 
la coordinación interagencial e intergu-
bernamental frente a redes criminales 
nacionales y transnacionales; 3) en el 
terreno: investigar y ampliar el alcance 
de herramientas de la política pública 
frente a dos fenómenos centrales para 
la acción de Bacrim: el reclutamiento 
forzado de niños, jóvenes y adolescen-
tes, y la reincidencia de ex combatien-
tes en la ilegalidad. 
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